


El miércoles 02 de setiembre, el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto de Urgencia
N° 010-2026, con el propósito de dictar medidas extraordinarias para la ejecución de 
intervenciones mediante el mecanismo de Obras por Impuestos (OxI) ante el Fenómeno El 
Niño 2026-2027 (OxI Express). Su publicación ha suscitado gran expectativa entre autoridades 
y la comunidad académica, generando valoraciones mayoritariamente favorables respecto de 
su potencial reactivo.

Sin embargo, en nuestro país, el régimen general de contratación pública regulado por la Ley N° 
32069, Ley General de Contrataciones Públicas, ya habilita a las entidades públicas a contratar 
bienes, servicios y obras mediante un procedimiento de selección no competitivo en 
situaciones de emergencia. Esta habilitación permite el uso de los recursos disponibles en el 
presupuesto institucional de la entidad titular, quedando facultada para realizar modificaciones 
presupuestales a nivel funcional y programático.

En ese sentido, resulta pertinente reflexionar sobre si el régimen excepcional para contratar 
servicios e IOARR de emergencia mediante OxI aporta una ventaja diferencial para afrontar el 
Fenómeno El Niño 2026-2027 (en adelante, FEN). Además, es conveniente examinar si la 
naturaleza del mecanismo OxI, su estructura de financiamiento y los incentivos de los actores 
participantes se alinean plenamente con una atención inmediata y urgente, o si responden de 
manera más natural a intervenciones planificadas.

Para abordar estas interrogantes, en este artículo analizaremos la naturaleza del mecanismo 
OxI, considerando su forma de financiación, la lógica de sus principales procesos y los incentivos 
de sus actores clave, revisando asimismo los alcances del régimen excepcional introducido por 
el Decreto de Urgencia N° 010-2026.

II. Sobre la forma de financiación de intervenciones en OxI
La Ley Nº 29230, Ley que impulsa la inversión pública regional y local con la participación del 
sector privado, y su reglamento, aprobado mediante el Decreto Supremo N° 038-2026-EF, 
regulan el mecanismo de Obras por Impuestos. En sus inicios, OxI se limitaba a la ejecución de 
proyectos de inversión; no obstante, en los últimos años ha ampliado su alcance hacia IOARR, 
IOARR de emergencia, actividades de operación y mantenimiento y servicios (en adelante, 
intervenciones).   

Bajo este esquema, la entidad pública suscribe un convenio de inversión para que una empresa 
financie y ejecute (directamente o a través de un tercero) dicha intervención. La empresa 
recupera su inversión mediante certificados emitidos por la Dirección General de Tesoro 
Público(DGTP) del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), los cuales pueden ser 
negociados o utilizados para el pago de impuestos ante la SUNAT. Estos certificados se emiten 
principalmente con cargo al Tope Máximo de Capacidad Anual (TMCA)1  de la entidad.  

1  Si bien la norma ya ha habilitado el uso de otras fuentes de financiamiento del presupuesto institucional, los gobiernos
regionales, gobiernos  locales y universidades públicas financian sus intervenciones OxI principalmente con su TMCA. 
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A nivel descentralizado2, el uso del TMCA constituye una línea de crédito exclusiva para OxI 
otorgada por el MEF, lo que representa una operación de endeudamiento interno que 
compromete los flujos futuros de gobiernos regionales, locales y universidades 
provenientes de fuentes como canon, sobrecanon, regalías, renta de aduanas, 
participaciones y FONCOR3. En consecuencia, los plazos y garantías institucionales del 
mecanismo —como el acuerdo de concejo/consejo, el informe previo de la Contraloría y el 
concurso público competitivo— responden a la necesidad de cautelar prudentemente los 
recursos de endeudamiento y respaldar a la empresa financista.  

Por ello, armonizar un régimen de contratación de emergencia con una estructura financiera 
basada en endeudamiento conlleva retos particulares, toda vez que la emergencia demanda 
agilidad, mientras que el endeudamiento exige controles más rigurosos. 

III.  Sobre los alcances del Decreto de Urgencia N° 010-2026
El Decreto de Urgencia N° 010-2026 establece un régimen excepcional OxI para la atención 
del FEN, simplificando diversas etapas del procedimiento ordinario. Entre las principales 
medidas destacan:   

- La priorización descentralizada se efectúa mediante resolución del titular de la entidad, 
dando cuenta posterior al Consejo o Concejo.   

- La incorporación previa de las IOARR de emergencia en la Programación Multianual de 
Inversiones (PMI) se traslada a la fase de ejecución.   

- En el Gobierno Nacional, la opinión favorable de la DGPP sobre capacidad presupuestal se 
sustituye por un informe de acreditación de recursos de la oficina de presupuesto de la        
entidad.   

- Se exime a la entidad de obtener el informe previo de la Contraloría en la fase de actos         
previos. 

- El concurso público competitivo se reemplaza por una contratación directa a cargo de un 
comité especial que invita a dos o más empresas.   

Si bien estas modificaciones agilizan el proceso hasta un plazo estimado de 30 días hábiles —lo 
que vuelve al mecanismo una opción atractiva para el FEN—, también implican prescindir de 
ciertos espacios de control diseñados originalmente para cautelar recursos provenientes de 
endeudamiento y otorgar plazos adecuados que viabilicen la participación de las empresas 
privadas y la selección de su empresa ejecutora.   

Así, por ejemplo, la priorización de intervenciones mediante acuerdo de concejo se incluyó en 
la Fase I del mecanismo OxI, en cumplimiento del artículo 9 de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 
Municipalidades, el cual establece como una atribución exclusiva del concejo municipal la de 
aprobar mediante mayoría calificada endeudamientos internos y externos para obras y
servicios públicos. 

2  Las entidades públicas de gobierno nacional financian sus intervenciones OxI con fuentes de financiamiento de su presu-
puesto institucional, principalmente recursos ordinarios. A estas entidades no se les asigna un TMCA, por lo que la emisión de 
los certificados no constituye una operación de endeudamiento interno.

3  FONCOR solo aplica para gobiernos regionales.
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Algo similar ocurre con la obtención del informe previo de CGR en la Fase II del mecanismo OxI, 
esta obligación deviene del mandato establecido en el literal l) del artículo 22 de la Ley N° 27785, 
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, el 
cual otorga a la CGR la atribución exclusiva de emitir informes previos sobre operaciones que, 
bajo cualquier modalidad, comprometan el crédito o la capacidad financiera del Estado.
 
Respecto a la participación de las empresas privadas y la selección de sus empresas 
ejecutoras, la Fase proceso de selección del mecanismo OxI permite a los intervinientes plazos 
adecuados que garanticen espacios de consultas y observaciones técnicas, modificaciones a 
las bases originales a través de las bases integradas, y tiempo suficiente para que el financista 
seleccione a la empresa ejecutora de acuerdo a los requerimientos técnicos de la entidad. 
acciones que no resultan viables en un escenario de contratación directa.

Aun con lo señalado, es innegable que el uso de los TMCA como forma de financiación de las 
intervenciones FEN, otorga a los gobiernos regionales, locales y universidades con menos 
recursos de nuestro país una línea de crédito adicional para la atención de la emergencia, y 
constituye una alternativa plausible para viabilizar la participación privada en la gestión de 
desastres. 

Sin embargo, financiar intervenciones de esta índole mediante endeudamiento interno 
merece una evaluación cuidadosa de la medida de simplificación, para que no se convierta en 
la regla general, sobre todo cuando estos mismos recursos podrían orientarse a infraestructura 
de prevención debidamente planificada, que nos prepare de forma integral para la atención de 
este tipo de emergencias.

Así, el mecanismo OxI ha demostrado que es eficiente cuando se refiere a intervenciones ma-
duras y existe interés empresarial previamente identificado. En ese sentido, OxI puede aportar 
significativamente en el financiamiento y ejecución orientada a la reconstrucción y preven-
ción de nuevos eventos FEN, incluso cuando la emergencia haya cesado.

IV. Sobre la participación del privado
Bajo la modalidad OxI, la entidad pública contrata con el financista de la intervención (empresa 
privada), quien a su vez contrata de forma privada con una empresa ejecutora; con lo cual, la 
relación contractual principal (convenio de inversión) no es la única que debe concretarse para 
cumplir con el objeto de la contratación, sino que además se requiere sumar la participación de 
una segunda empresa en su condición de empresa ejecutora.

La razón por la cual OxI permite que las empresas privadas financistas contraten con un socio 
estratégico para la ejecución de la inversión, actividad o servicio, es que, en la mayoría de los 
casos, debido a que su giro comercial es otro, no cumplen con los requisitos técnicos para 
ejecutar directamente la intervención. 

La selección de este socio estratégico es una decisión de alta sensibilidad para la empresa 
financista, ya que, en virtud del convenio de inversión, el privado responde directamente por las 
deficiencias asociadas a la ejecución, asumiendo riesgos reputacionales y económicos. 

En ese contexto, los plazos tan acotados que establece el Decreto de Urgencia resultan incom-
patibles con los tiempos corporativos de selección y contratación de proveedores. Esto 
podría incidir negativamente en la participación de empresas y, al mismo tiempo, abrir espacios 
para que empresas con menor solidez, o incentivos distintos se integren maliciosamente al me-
canismo aprovechando la flexibilidad de la contratación directa.
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Introducción

El Presupuesto Público constituye mucho más que un ejercicio anual de asignación de recursos: 
es la principal herramienta de política económica y social del Estado, y una señal explícita de sus 
prioridades estratégicas, su visión de desarrollo y su capacidad para responder a las demandas 
de la ciudadanía en un contexto de restricciones fiscales y crecientes brechas territoriales. En ese 
sentido, el Presupuesto del año 2026 no solo debe evaluarse por su magnitud agregada, sino, sobre 
todo, por la forma en que distribuye los recursos entre funciones, niveles de gobierno y categorías 
de gasto, así como por la coherencia de dichas decisiones con los objetivos de desarrollo del país.

El contexto en el que se formula y aprueba el Presupuesto 2026 está marcado por restricciones 
fiscales y una ciudadanía que demanda mejoras tangibles en la provisión de servicios esenciales 
como salud, educación, saneamiento, transporte y seguridad. Este escenario exige que el 
presupuesto no se limite a garantizar la continuidad operativa del Estado, sino que priorice de 
manera estratégica la inversión pública y la calidad del gasto, como condiciones indispensables 
para impulsar el crecimiento económico sostenible y reducir desigualdades persistentes.

El presente artículo analiza el Presupuesto Público del año 2026 desde una perspectiva integral, 
abordando su composición por categorías de gasto, su distribución funcional, las variaciones 
respecto al año 2025 y los ajustes introducidos durante el tránsito del Proyecto de Ley de 
Presupuesto a la Ley finalmente aprobada por el Congreso de la República. Asimismo, se examina la 
asignación de recursos por nivel de gobierno y al interior de los Gobiernos Regionales, identificando 
patrones de concentración, prioridades implícitas y posibles tensiones entre descentralización 
fiscal, capacidades de gestión y resultados para la ciudadanía.

Finalmente, el análisis pone énfasis en una premisa central: un mayor presupuesto, incluso cuando 
se ejecuta plenamente, no garantiza por sí mismo mejoras sostenidas en la calidad de vida de la 
población. La efectividad del Presupuesto 2026 dependerá, en última instancia, de la calidad 
del gasto público, de la alineación entre asignaciones presupuestales, así como de la capacidad 
institucional de los distintos niveles de gobierno para transformar los recursos asignados en 
resultados concretos y sostenibles para el desarrollo del país.
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Genesis del presupuesto 
La gestión de los recursos públicos ha acompañado al ejercicio del poder político desde las primeras 
civilizaciones organizadas. Aunque el concepto moderno de presupuesto público es relativamente 
reciente, sus fundamentos —planificación, asignación y control de recursos escasos— se encuentran 
presentes desde la Antigüedad, asociados a la necesidad de sostener la organización social, 
enfrentar periodos de escasez y garantizar la estabilidad política y económica.

V.  Sobre las ventajas y limitaciones del régimen excepcional
Si bien el mecanismo OxI representa una ventaja de financiamiento para los gobiernos 
regionales, locales y universidades, la implementación de un régimen OxI de emergencia debe 
evaluarse frente a su alternativa más inmediata. Por un lado, constituye una opción pertinente 
que aporta valor en contextos específicos; por otro, la existencia del régimen de contratación de 
emergencia —regulado por la Ley N° 32069— ofrece una vía con la que los operadores públicos 
ya están ampliamente familiarizados.

Esta última vía cuenta con un mercado de proveedores más inmediato, ya que la entidad 
contrata directamente al ejecutor o prestador del servicio, lo cual evita el paso adicional propio 
del esquema OxI, donde la empresa financista debe contratar previamente a su socio 
estratégico (ejecutor).

Por ello, es posible afirmar que el éxito de las medidas aprobadas con el DU no solo requiere una 
rápida adaptación de los funcionarios públicos que permita implementar el nuevo proceso 
con rigor y transparencia, sino también el compromiso sostenido de la empresa privada para 
asumir su participación con el mismo sentido de urgencia y responsabilidad.

VI. Un aspecto central final:
¿Es posible el financiamiento de servicios con cargo al TMCA?
El Decreto de Urgencia establece que los gobiernos locales financian sus intervenciones 
—comprendiendo servicios e IOARR de emergencia— con cargo a su TMCA. Ahora bien, dado 
que el uso de los TMCA constituye una operación de endeudamiento interno, surge una 
interrogante jurídica y presupuestal ineludible: ¿están los gobiernos subnacionales facultados 
para financiar cualquier tipo de gasto con cargo a estas líneas de crédito?

Responder a esta interrogante se ha vuelto indispensable debido a la propia evolución del 
mecanismo. En sus orígenes, OxI fue concebido como una modalidad exclusiva para la 
ejecución de proyectos de inversión pública. Por lo tanto, el hecho de que el TMCA se calculara 
sobre la base de fuentes tradicionalmente orientadas al desarrollo de inversión pública —como 
el canon, sobrecanon, regalías, rentas de aduana y participaciones— no generaba ninguna 
distorsión. El diseño original guardaba una armonía perfecta: se financiaba inversión pública 
con fondos creados estrictamente para hacer inversión4.

No obstante, la progresiva ampliación del alcance de las OxI hacia intervenciones distintas a la 
inversión —tales como actividades de operación y mantenimiento, vivienda rural o servicios— ha 
exigido habilitar otras fuentes del presupuesto institucional para el repago de los certificados, 
distintas a los TMCA (como los recursos determinados, recursos directamente recaudados, 
recursos ordinarios, donaciones y transferencias)5.

A pesar de ello, el artículo 13 del Decreto de Urgencia señala que, en el caso de los gobiernos 
regionales, gobiernos locales y universidades públicas, los servicios también se financian con 
cargo a los TMCA. Con ello, el Decreto de Urgencia estaría generando una distorsión presu-

4  El numeral 1 del artículo 11.3 del Decreto Legislativo N° 1437, que regula el Sistema Nacional de Endeudamiento Público, 
determina de forma explícita que las operaciones de endeudamiento pueden destinarse a la «Ejecución de proyectos o 
programas de inversión», quedando proscrito su uso para el financiamiento de gasto corriente. En esa misma línea, la Ley N° 
27506, Ley de Canon, ratifica que estos recursos deben dirigirse únicamente a la inversión pública y solo en un porcentaje al 
mantenimiento de infraestructura productiva.
5  Ver artículo 44 del Reglamento de la Ley N° 29230, aprobado mediante Decreto Supremo 038-2026-EF.
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Uno de los antecedentes más tempranos de planificación económica deliberada se encuentra en 
el Antiguo Egipto. Diversos estudios históricos coinciden en que el Estado faraónico desarrolló 
mecanismos centralizados de administración de excedentes agrícolas, especialmente de granos, 
con el fin de enfrentar ciclos de sequía y escasez asociados a las crecidas irregulares del río Nilo 
(Trigger et al., 1983; Kemp, 2006). Este principio de previsión Inter temporal queda simbólicamente 
reflejado en el relato bíblico del sueño del faraón, interpretado por José, contenido en el libro del 
Génesis (Gn 41). Más allá de su dimensión religiosa, este episodio ha sido ampliamente citado en 
la literatura económica como una metáfora temprana de la gestión contra cíclica de los recursos: 
ahorrar en tiempos de abundancia para sostener el consumo y la estabilidad social en tiempos de 
escasez (Samuelson & Nordhaus, 2010).

En la Roma antigua, la administración de los recursos públicos alcanzó un nivel institucional 
más avanzado. Durante la República, el Aerarium funcionó como el tesoro público del Estado 
romano, bajo supervisión del Senado, y concentraba los ingresos provenientes de impuestos, 
tributos y botines de guerra. Posteriormente, en el Imperio, el Fiscus se consolidó como el tesoro 
administrado directamente por el emperador (Boatwright et al., 2012). Estos fondos financiaban 
obras de infraestructura de gran escala —como calzadas, acueductos y edificaciones públicas— 
así como el mantenimiento del ejército y programas de distribución de alimentos (annona). La 
experiencia romana resulta clave porque introduce dos elementos centrales del presupuesto 
moderno: la asignación funcional del gasto y la vinculación entre recursos públicos, provisión de 
bienes colectivos y legitimidad del poder político.

En el ámbito prehispánico, el Imperio Inca desarrolló un sistema altamente sofisticado de 
administración de recursos, a pesar de no contar con moneda ni con un sistema de mercado en 
el sentido moderno. La economía incaica se sustentaba en el trabajo colectivo (mit’a, ayni y minka) 
y en una planificación centralizada de la producción y distribución de bienes (Murra, 1972). Los 
quipus, sistemas de cuerdas y nudos, cumplían una función contable y administrativa fundamental, 
permitiendo registrar población, producción, tributos en trabajo y almacenamiento en las colcas 
(Urton, 2003). Según Guamán Poma de Ayala ([1615] 1980), este sistema permitía al Inca ejercer un 
control detallado sobre los recursos del Tahuantinsuyo. Desde una perspectiva contemporánea, el 
modelo incaico puede interpretarse como una forma temprana de presupuesto público orientado 
al aseguramiento del bienestar colectivo y la redistribución territorial de recursos en función de 
necesidades.

El concepto de presupuesto público en su acepción moderna surge recién en la Europa moderna, 
particularmente en Inglaterra, a partir del siglo XVIII. Tras la Revolución Gloriosa de 1688, el 
Parlamento consolidó progresivamente su autoridad para autorizar los ingresos y gastos del Estado, 
limitando el poder fiscal del monarca (Stasavage, 2003). La aprobación anual del presupuesto y la 
obligación de rendición de cuentas marcaron un punto de inflexión en la historia de las finanzas 
públicas, al establecer el principio de control democrático sobre el uso de los recursos públicos. 
Este modelo sentó las bases del presupuesto contemporáneo como instrumento de planificación, 
control político y transparencia fiscal, posteriormente adoptado y perfeccionado por los Estados 
modernos.

La evolución de la gestión de los recursos públicos muestra un tránsito histórico desde mecanismos 
primarios de supervivencia hasta sistemas modernos de control democrático y rendición de 

puestal, ya que —a excepción del FONCOR, aplicable únicamente a los gobiernos                                  
regionales— las fuentes de financiamiento sobre las cuales se calculan los TMCA están                 
destinadas por naturaleza exclusivamente al financiamiento de inversión pública. 

VII. Conclusiones 
• El Decreto de Urgencia N° 010-2026 reduce los plazos del proceso OxI a 

aproximadamente 30 días hábiles mediante la supresión de hitos clave —como el 
acuerdo de concejo, el informe previo de la Contraloría y el concurso público 
competitivo—. No obstante, esta flexibilización debilita los mecanismos de control 
indispensables para cautelar recursos de endeudamiento y abre riesgos de ingreso 
para empresas con incentivos ajenos a la probidad y la responsabilidad social.

• A pesar de que los TMCA representan una ventaja innegable otorgando a las 
entidades una línea de crédito adicional para financiar las intervenciones vinculadas 
al FEN, resulta complejo compatibilizar un régimen de emergencia inmediato con 
una estructura de financiación basada en el endeudamiento (TMCA) y en estrictas 
garantías institucionales, las cuales se asocian de forma más natural a proyectos de 
inversión previamente planificados.

• Siempre que exista presupuesto institucional, la contratación de emergencia bajo la 
Ley N° 32069, Ley General de Contrataciones Públicas, continúa perfilándose como 
una vía más directa, eficiente y provista de un mercado de proveedores inmediato, 
evitando los trámites adicionales del esquema OxI (contratación de una empresa 
ejecutora).

• El modelo de OxI exige la participación articulada de dos empresas (la financista y un 
socio estratégico ejecutor). Los plazos reducidos establecidos en el Decreto de 
Urgencia parecen ignorar los rigurosos procesos internos de debida diligencia 
corporativa, lo que podría desincentivar o incluso impedir la participación de 
empresas de alta solvencia y envergadura (como las del sector minero o extractivo).  

• El mecanismo OxI ha demostrado que es eficiente cuando se refiere a 

intervenciones maduras y existe interés empresarial previamente identificado. En 
ese sentido, OxI puede aportar financiamiento y capacidad de ejecución orientada a 
la reconstrucción y prevención de nuevos eventos FEN, incluso cuando la 
emergencia haya cesado.

• El uso de los TMCA para financiar servicios e intervenciones distintas a la inversión 
genera una distorsión presupuestal e institucional. Esto ocurre porque el repago de 
los certificados se respalda sobre fuentes de financiamiento destinadas por                   
naturaleza a la inversión pública (canon, sobrecanon, regalías, rentas de aduana y 
participaciones).
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